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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

25 de junio de 2007

DAGJ-0695-2007

Licenciada 

Rocío Aguilar Montoya

CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Estimada señora:

Asunto: Solicitud de criterio jurídico previo al agotamiento de la vía administrativa. 

Nos referimos a su oficio Nº CO-174, remitido a este Despacho el 14 de mayo pasado, mediante el cual de conformidad con el artículo 356 de la Ley General de la Administración Pública (Ley Nº 6227 del 2 de mayo de 1978), solicita nuestro criterio jurídico previo al agotamiento de la vía administrativa, con relación al recurso de apelación interpuesto por la Dirección Administrativa de Proyectos Especiales de la Caja Costarricense de Seguro Social, en contra del Informe Nº DFOE-SOC-57-2006 del 19 de diciembre de 2006, relacionado con el Proyecto Construcción del Nuevo Hospital Tomás Casas Casajús-Osa. 
A efecto de emitir el criterio correspondiente, y con vista en el expediente administrativo remitido a esta División, procedemos a hacer mención de los antecedentes más relevantes del caso, para luego emitir nuestro criterio en punto al recurso de apelación incoado contra el Informe antes relacionado.

I. ANTECEDENTES.

El Área de Servicios Sociales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, emitió el Informe Nº DFOE-SOC-57-2006 del 19 de diciembre de 2006, relacionado con el Proyecto Construcción del Nuevo Hospital Tomás Casas Casajús-Osa, mediante el cual con apoyo en las consideraciones esbozadas y las conclusiones a las que allí se arribó, se dirigieron una serie de disposiciones tanto a la Gerencia de la División de Operaciones, como a la Dirección del Plan Nacional de Infraestructura Hospitalaria de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Contra el Informe de mérito, la Dirección Administrativa de Proyectos Especiales, presentó un recurso de revocatoria con apelación en subsidio, manifestando su inconformidad con las consideraciones y conclusiones allí documentadas.      

El Área de Servicios Sociales atendió el recurso de revocatoria, y dispuso rechazarlo en todos sus extremos, con excepción de la disposición 5.2.4 dirigida a la Dirección del Plan Nacional de Infraestructura Hospitalaria, la cual se tuvo por cumplida.

II. CRITERIO DEL DESPACHO.

Con vista en el Informe Nº DFOE-SOC-57-2006, y la documentación incorporada en el expediente administrativo que nos fue remitido, este Despacho llega a la conclusión de que dicho Informe, versa sobre una materia eminentemente técnica, juicio que se ve reforzado por el contradictorio surgido, con motivo del recurso de revocatoria presentado, y las consideraciones y observaciones formuladas por el Área de Servicios Sociales al momento de disponer su rechazo, esto último de manera fundada y con un más que notable detalle.

No obstante lo anterior, la lectura que esta División de Asesoría y Gestión Jurídica, hace respecto al Informe recurrido, deja en claro que las consideraciones y conclusiones, y por último las disposiciones del acto recurrido, tienen incidencia en un tema que sí presenta connotaciones jurídicas claras, como lo es el control interno,  siendo este último a nuestro juicio el tema de fondo del acto impugnado.  

Sobre este particular, y sin entrar a emitir un pronunciamiento sobre aspectos que en razón de su naturaleza técnica, desbordan nuestra competencia material específica en materia jurídica, los reparos y cuestionamientos hechos por el Área de Servicios Sociales tienen como norte evidenciar, las debilidades y falencias que desde el punto de vista del control, y específicamente del preventivo, dan cuenta los cronogramas de ejecución y las técnicas utilizadas en la especie para analizar el avance de las obras, lo cual por supuesto tiene incidencia en los pagos hechos al contratista, y los eventuales reconocimientos que puedan hacerse a su favor a título de reajustes de precios.

En ese sentido, cuestionamientos tales como el nivel de detalle poco desagregado de las actividades electromecánicas que presentan los cronogramas de trabajo, dificultan coordinar trabajos ejecutados en un mismo espacio físico; la falta de concordancia entre las actividades incluidas en el cronograma y las incorporadas en la tabla de pagos; la ausencia de un registro en el que se acrediten los pagos efectuados; la falta de proporción que tienen los plazos asignados a ciertas obras a partir de sus dimensiones; así como la utilización de la estimación visual, como técnica para examinar el avance de las obras civiles y electromecánicas, ponen de relieve las debilidades de control antes referidas.

Cabe mencionar, que los señalamientos hechos en el acto recurrido, apuntan en un todo a la necesidad de corregir, una serie de aspectos que limitan la capacidad de la propia Administración, para analizar de manera idónea y adecuada el avance de las obras, y requerir al contratista si fuera del caso, la modificación o corrección del avance de determinada obra, posibilidad que se ve seriamente comprometida gracias a la existencia de situaciones como las ya descritas.

A tono con lo que viene siendo indicado, no debe perderse de vista la relevancia que guarda, la existencia y reforzamiento de esquemas y técnicas de trabajo favorables al control preventivo, lo cual adquiere una particular importancia, cuando se está ante la utilización de fondos públicos tal y como ocurre en la especie, esto sin pasar por alto desde luego, que en este caso asistimos a la construcción de obras que se destinarán, a la prestación de un servicio consustancial a la vida misma como lo es la salud, y de manera puntual, a la atención de los pacientes que allí concurran.

Huelga mencionar, y sin detectar en el recurso de apelación de marras, elementos de juicio de naturaleza jurídica que desvirtúen la necesidad de contar y reforzar en lo pertinente el control preventivo de las obras por realizar, este Despacho se permite agregar, que la tutela del control preventivo, como manifestación del control interno del que somos responsables todos los funcionarios públicos, y en especial las autoridades de los órganos, empresas y entes públicos (en este caso de la Caja Costarricense de Seguro Social), lejos de constituir una liberalidad o una facultad, constituye una obligación.

En todo caso, vale recordar que ese control necesario sobre las actividades de las Administraciones Públicas, tanto en el orden formal como en el material, emana de la propia Constitución Política, así como de una serie de normas legales como lo con la Ley General de Control Interno (Ley Nº 8292 del 31 de julio de 2002), la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos (Ley Nº 8131 del 18 de setiembre de 2001), la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública (Ley Nº 8422 del 6 de octubre de 2004), y la Ley Orgánica de la Contraloría General (Ley Nº 7428 del 7 de setiembre de 1994).    
III. CONCLUSIÓN.

Luego de confrontar el Informe Nº DFOE-SOC-57-2006, con los alegatos y reparos formulados por la Dirección Administrativa de Proyectos Especiales de la Caja Costarricense de Seguro Social en su gestión recursiva, este Despacho no encuentra elementos de juicio de tipo jurídico, que conduzcan a la revocación de sus conclusiones y disposiciones. 
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